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SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración integrada con la de Derechos 
Humanos comienza a partir de este instante a considerar en forma detallada el proyecto referido al 
establecimiento de un régimen excepcional de libertad provisional y anticipada. Sin embargo, en su momento 
propondremos un cambio en el nombre que figura en el repartido, que no es el mismo que le dio el Poder 
Ejecutivo. El proyecto fue remitido con el nombre de "Humanización y modernización del sistema 
carcelario". En ese sentido, para evitar algunas interpretaciones absurdas que se hacen debido a la burocracia 
de esta Casa, vamos a votar el nombre del proyecto, porque los nombres también los ponemos las 
legisladoras y los legisladores, y no los secretarios. 


SEÑOR CÁNEPA.- Como vamos a empezar a discutir artículo por artículo, y se trata de un proyecto 
particularmente importante, quisiera preguntar a quienes tienen más experiencia que yo si las 
modificaciones que va a proponer cada bancada se pueden analizar primero, o si en primer lugar se va 
a tratar cada artículo tal como fue remitido. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a poner a consideración cada artículo, y en cada oportunidad se podrán 
ir formulando las propuestas de modificación que se entiendan oportunas. Aclaro que la Comisión no 
tiene por qué votar en general el proyecto, aun cuando a veces se procede de esa forma para dar un 
mensaje político. La misión de la Comisión es elaborar un informe a partir del proyecto que le envía la 
Cámara. 


Entonces, pondremos en consideración artículo por artículo, y cada bancada podrá hacer las propuestas de 
modificación o de mantenimiento que entienda pertinentes. Está a consideración el artículo 1”. 


SEÑOR CÁNEPA.- Este preproyecto que ahora es proyecto de ley ha sido discutido muchas veces, por 
lo que mucho de lo que vamos a decir ya ha sido expresado en otras oportunidades. 


En nuestra opinión, este proyecto es mucho más importante que el Capítulo l, si bien este es el centro de la 
atención pública en estos momentos. El artículo 1” es el corazón de este Capítulo, y establece el régimen de 
libertad anticipada y provisional. Se ha repetido hasta el cansancio que este proyecto inventa la libertad 
anticipada y crea la libertad provisional. Por una razón muy extraña, se ha dicho poco menos que los 
institutos de libertad anticipada y de libertad provisional son un invento de este proyecto. Para que conste en 
la versión taquigráfica, y luego no sea objeto de interpretaciones por parte de la prensa, debo decir que de lo 
que se trata es de un régimen procesal excepcional con respecto a la libertad anticipada y a la libertad 
provisional, que son dos institutos tan antiguos como el mismo derecho penal y que, obviamente, hasta el día 
de hoy se siguen aplicando en nuestro país. Como vamos a ver en los artículos posteriores, quienes van a 
acceder al beneficio de esta aplicación excepcional de la libertad anticipada y provisional son, en general, 
reclusos penados o procesados que ya están o dentro de muy poco tiempo van a estar en condiciones de 
acceder a estos regímenes. Obviamente que la libertad provisional se otorgará a quienes estén procesados y la 
libertad anticipada a quienes ya tengan pena. Por lo tanto, esta ley va a actuar en forma excepcional: se trata 
de un régimen excepcional procesal en que se dan pautas objetivas para que el Juez, en determinadas 
condiciones, pueda decretar y otorgar la libertad, ni siquiera solicitada, porque, tal como dicen los artículos 
posteriores, se da de oficio. 


También es muy claro que la excepcionalidad está dada por la fecha límite que se establece para la aplicación 
de este régimen, tal como figura en el primer inciso del artículo 1”. Este dice que el régimen excepcional de 
libertad anticipada y provisional se aplicará por única vez a los procesados y penados que estaban privados 
de libertad al 1” de marzo del año 2005. Lo más importante de todo es que el artículo 1” aclara cuáles son los 
delitos que han sido excluidos de esta excepcionalidad para acceder a la libertad anticipada y provisional. 


Antes de manifestar algunos de los cambios que va a proponer esta bancada de Gobierno, creemos que es 
importante explicar por qué consideramos que es mucho mejor este tipo de redacción y haber decidido 
excluir determinados delitos y no ciertas condiciones del delito, como el hecho de ser primarios o 
reincidentes, que es un debate que han dado algunos miembros de la oposición y algunos otros operadores del 
Derecho. Esa es nuestra opinión, ya que creemos que es la forma más correcta de redacción, teniendo en 
cuenta lo que se pretende con esta ley. Consideramos que es correcto hacer una descripción específica de los 
delitos que han quedado excluidos de este beneficio excepcional que, como se verá, conforman una larga 
lista, con literales que van desde el A) hasta el L). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo poner en consideración exclusivamente el primer inciso del 
artículo 1”. Luego, si la Comisión integrada está de acuerdo, trabajaríamos literal por literal lo que 


aparece como excepción al régimen general que consagra el primer inciso. 


(Apoyado) 


Entonces, si todos estamos de acuerdo, puede continuar el señor Diputado Cánepa. 


SEÑOR CÁNEPA.- Se decidió hacer una exclusión de delitos -que son conductas humanas que la 
sociedad determinó que fueran penadas por el elemento jurídico que se está tutelando y al que agrede 
esa conducta- por lo que significan ontológicamente y no tanto por sus características subjetivas. ¿Qué 
quiero decir con esto? Quiero decir que se determina que la exclusión se va a realizar por el delito en sí 
y no por el carácter de primario o de reincidente de quien comete el delito, porque, por ejemplo, un 


homicidio especialmente agravado puede ser cometido por un primario, inclusive, por un primario 
absoluto, es decir, alguien que ni siquiera tenga antecedentes. Nosotros creemos que la gravedad del 
delito en sí mismo es la que determina su exclusión del beneficio. No ocurre lo mismo con la 
reincidencia de otros delitos que ontológicamente son menos lesivos a la sociedad, que han quedado 
dentro de la excepcionalidad y de los plazos que se establecen en los artículos posteriores, que disponen 
media pena y dos terceras partes de la pena, de acuerdo con el tiempo de prisión que haya 
transcurrido. 


Por lo tanto, si se va a votar por incisos, adelantamos que vamos a presentar una modificación en el literal C) 
del inciso segundo. Este literal dice: "Los delitos de violación y atentado violento al pudor, cuando la víctima 
fuera menor de dieciocho años". Nosotros vamos a solicitar que se elimine lo redactado después de la coma y 
que la oración culmine en la palabra pudor, sin especificar la edad del ciudadano víctima de estos delitos. No 
vamos a agregar nada más. 


Solicitamos que se vote el primer inciso del artículo 1”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el inciso primero del artículo 1”. 
(Se lee:) 


SEÑOR LORENZO.- Por declaraciones previas de los distintos sectores del Partido Nacional es 
público que no compartimos las disposiciones referidas al régimen de libertad provisional y anticipada, 
pero como en la Comisión no se puede votar en contra del proyecto en general, manifestaremos nuestro 
rechazo a este primer inciso del artículo 1”, sin perjuicio de que después plantearemos algunas 
modificaciones en el sentido en el que apuntaba el señor Diputado Cánepa. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Simplemente, quería dejar algunas constancias en la versión 
taquigráfica; a esta altura, es más lo que hemos comunicado por los medios que lo que procesamos en 
las Comisiones. 


No sólo no comparto lo que dice el señor Diputado Cánepa sino que, además, me parece absolutamente 
inexacto. El hecho de que exista la potestad legislativa de anticipar las libertades constituye un derecho que 
se tiene y puede consagrarse; no quiere decir que ineluctablemente quienes van a verse beneficiados por ese 
instrumento saldrán en libertad en forma automática. No es así; seamos gente respetuosa de la ley y de 
nosotros mismos. Esta es una medida que se toma anticipando lo que era un acto discrecional del Juez; esa es 
la verdad. En este sentido, como no se analiza la parte subjetiva de estas situaciones, creemos que la 
generalidad del instrumento automático podrá acarrear consecuencias negativas. Lo hemos dicho en más de 
una oportunidad: nos hubiera gustado que se realizara un análisis subjetivo, que el Juez tuviera participación 
en las libertades que habrán de procesarse. Pero no será así; esto será automático. Entonces, como minoría, 
tenemos derecho a hacer sentir nuestra voz crítica. Naturalmente, respetamos las mayorías. Pero reitero que 
este proyecto no responde a nuestro credo. 


Queremos que quede claro que, tal como se está procesando, por alguna de estas figuras, aquellos que fueron 
procesados o que tenían sentencia condenatoria por esta enorme cantidad de delitos que se maneja aquí, 
seguramente se verían privados de libertad. Sin embargo, lo que se va a hacer ahora es liberarlos. No 
compartimos esa medida y dejamos constancia de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir enfáticamente que en el derecho penal no existen los 
automatismos; mucho menos en el Código del Proceso Penal. En definitiva, siempre son los Jueces los 
que interpretan; siempre las leyes son interpretadas. Lo he dicho muchas veces pero creo que hay que 
seguir machacando sobre este concepto: de ninguna manera debe confundirse el que haya dificultades 
en la interpretación de una ley con el hecho de que la norma requiera un esfuerzo intelectual de 
interpretación, cualquiera sea la materia que trate. 


En este caso particular se da un cambio porque, al día de hoy, cumplidas determinadas condiciones en cuanto 
al tiempo de condena, la Suprema Corte de Justicia tiene la posibilidad de dar la libertad. De acuerdo con este 


proyecto, cumplidas estas condiciones, el Juez "deberá" decidir. Por eso creo que el concepto de automatismo 
no se ajusta técnicamente a lo que se está proponiendo, aun cuando comprendo el significado político que se 
le quiere dar. 


SEÑOR SALSAMENDI.- La discusión pública se ha centrado, fundamentalmente, en el primer 
inciso del artículo 1”. Lo que el Poder Ejecutivo y nuestra bancada pretenden -seguimos aspirando a 
que algunos Legisladores que no pertenecen a ella nos acompañen- es comenzar a transitar un camino 
diferente en una estrategia de seguridad en este país, y no sólo adoptar soluciones para un tema 
concreto y específico, para una situación de hecho que, además, se expresa en términos de gestión 
carcelaria y que recibimos a partir del 1” de marzo de este año. 


La estrategia que se ha intentado utilizar hasta el momento no ha logrado dar respuesta a la problemática de 
uno de los derechos humanos, el derecho a la seguridad que tiene absolutamente toda la población y que 
constituye nuestra primera y principal preocupación. Los planteamientos que se han instrumentado hasta el 
momento -particularmente agravados, en nuestra opinión, a partir de la Ley de Seguridad Ciudadana, Ley. 
N? 16.707, de 1995-, lejos de contribuir a solucionar problemas, han agregado más dificultades a la situación 
de seguridad que todo el Uruguay vive. 


En el primer inciso del artículo 1 estamos recogiendo una experiencia que este país ya tuvo y que, en su 
momento, fue planteada por el Gobierno del señor Presidente Sanguinetti y apoyada por prácticamente todo 
el espectro político uruguayo. En mi opinión, esta iniciativa no sólo fue acertada e inteligente en su 
formulación en su momento, sino que -independientemente de algunas valoraciones diferentes que pueden 
existir, sobre todo en esta materia- su aplicación tuvo un resultado beneficioso. 


Por lo tanto, no sólo existen antecedentes en la legislación uruguaya, porque si bien es verdad que el régimen 
de libertad anticipada existente en el derecho positivo nacional no determina una obligatoriedad de los 
magistrados llamados a resolver -en este caso, a la Suprema Corte de Justicia a partir de determinados 
mecanismos-, también es cierto que esa facultad existe con dos condicionantes que la diferencian fuertemente 
del proyecto que tenemos a estudio. En primer lugar, esa posibilidad de libertad anticipada, excepto en los 
casos de medidas de seguridad eliminativas, se aplica a la media pena, mientras que este proyecto descansa, 
fundamentalmente, en una aplicación a partir de los dos tercios de la pena recaída o a recaer. En esto hay una 
diferencia sustantiva, y si uno analizara el tema desde la perspectiva de aquellos que se encuentran privados 
de libertad, perfectamente se podría decir -y esto también ha sido criticado desde diversos sectores, 
obviamente sin la difusión por lo menos en igualdad de condiciones de aquellos que cuestionan este proyecto 
desde otro ángulo- que también ha sido planteada. O sea que perfectamente se podría plantear en algún caso 
que, tratándose de un proyecto de carácter excepcional, en realidad rebaja condiciones con relación a la 
legislación vigente. 


En segundo lugar, es fundamental el régimen de libertad anticipada -potestativa de los integrantes de la 
Suprema Corte de Justicia-, que permite que se otorgue con independencia del delito cometido, lo cual 
también lo diferencia fuertemente del proyecto que tenemos a estudio. 


En tercer término, si algo es facultativo o no, en definitiva es la ley lo que lo determina, como en 
absolutamente toda la materia penal. Hay delitos que lo son en determinados tiempos y espacios y -aunque 
resulte obvio hay que señalarlo- no lo son en otros tiempos y espacios. La brujería, la hechicería hoy no son 
delitos; sin embargo, lo fueron en su momento y tenían una pena absolutamente atroz como lo era la muerte 
en la hoguera. Eso era lo que representaba en su momento -independientemente de cualquier razón- el sentir 
social, político y cultural de su época y logró imponerse. 


Hay delitos que tienen penas relativamente graves en Uruguay y en otros países no son delitos. Reitero que 
hay delitos que lo son en este tiempo y en este espacio que otras comunidades no lo consideraron ni lo 
consideran así. Esto se debe a la noción misma de delito y de pena. La discusión en materia de Derecho Penal 
en los últimos treinta años se ha trasladado fuertemente al plano dogmático de la teoría del delito, en realidad 
la teoría de la pena; esto es lo que se discute hoy en el mundo. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En algunas cosas coincido con lo que está planteando el señor 
Diputado Salsamendi. La ley de 1995 a la que hace referencia trajo algunos avances importantes, por 
ejemplo en materia de responsabilidad objetiva, y eso lo captamos de la línea Zaffaroni en su 


oportunidad. Cabe aclarar que trabajamos en Sala con el señor Presidente de la Comisión y su fuerza 
política votó la inmensa mayoría de los artículos de la ley, dato no menor. Recuerdo que no votó la 
figura de copamiento y algunas cuantas cosas más, pero trabajamos de manera consensuada. Diría que 
la divergencia que tenemos entre aquel hito histórico y este, es que la inmensa mayoría del sistema 
político se sintió involucrado con aquella legislación y hoy hay un quiebre bastante notorio. 


Por otra parte, el Derecho Penal en el mundo está cambiando; es un dato de la realidad. Por ejemplo, las 
figuras de la tentativa y de la consumación del delito se están pegando; esa es la tendencia planetaria, es lo 
que está pasando en toda Europa. La figura de la tentativa prácticamente forma parte de la construcción de la 
figura penal final. Cuidado, porque en esta legislación en la que vamos a avanzar desenganchamos la figura 
de la tentativa de algunos delitos. Si miramos las tendencias planetarias hablemos de todas ellas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia que la llamada Ley_de Seguridad Ciudadana fue 
fruto de una negociación, en la que para conseguir algunas cosas hubo que votar otras. Que quede bien 
claro que nuestra fuerza política en su conjunto nunca estuvo de acuerdo con lo que allí se decía como 
tal y así quedó registrado en nuestras intervenciones. Es un poco difícil de explicar en términos muy 
breves como quiero hacerlo, pero que conste eso por ahora. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero remarcar, recalcar y reiterar que la legislación vigente permite con 
carácter facultativo, potestativo, reglado obviamente, la posibilidad de usufructuar un beneficio de 
libertad anticipada con la mitad de la pena y para absolutamente cualquier delito, lo cual no es la 
situación que se plantea en la norma que pretendemos aprobar. 


Finalmente, quiero dejar establecido a cuenta de mayor discusión que no se está planteando en este caso - 
independientemente de que todos lo entendamos acá, pero de algún modo se ha trasmitido algo parecido a 
esto- una amnistía en el sentido de la extinción del delito de aquellos que eventualmente puedan ser 
alcanzados, beneficiados o liberados a partir de la norma que tenemos a estudio. 


SEÑOR ESPINOSA.- No es mi interés en el día de hoy recomenzar un debate que, como bien se ha 
dicho acá, ya lo hemos dado públicamente a través de distintos medios 


Para dejar constancia de ello volvemos a manifestar nuestra voluntad y convicción de votar negativamente 
este artículo. Entendemos que este proyecto no está solucionando el problema de fondo y que va a 
contramarcha de la opinión pública. Esta ha manifestado claramente a través de distintas encuestas el rechazo 
a este proyecto de ley. Solamente una de las encuestas habla del 70% y otra del 60%. Hay un 50% de la 
ciudadanía, según las mismas encuestas, que cree que hay que ir por otro camino, ampliando las cárceles, 
mejorando las condiciones, etcétera. Si el verdadero propósito de este proyecto de ley es el 
descongestionamiento, todos sabemos que no lo soluciona. Ese porcentaje de población reclusa que quedará 
libre por este mecanismo no va a aliviar el problema que hoy tienen las cárceles más superpobladas, que son 
el COMCAR y el Penal de Libertad. Pareciera que la solución simplista es: "tenemos muchos reclusos, hay 
que liberarlos”, desconociendo que hay una tendencia mundial al incremento del delito. Hoy no vamos a 
determinar acá, porque el tiempo es poco, cuáles son las causales reales para que este fenómeno ocurra en 
Uruguay, pero sucede en la mayor parte de los países de Latinoamérica y todos lo sabemos. 


También estamos siendo contestes en que esto traslada a la ciudadanía un grave problema de inseguridad. 
Este importante número de reclusos sale sin rehabilitación previa, trasladando una gran responsabilidad al 
Patronato, que con solo treinta y nueve funcionarios tendrá que hacer frente a esta difícil y compleja situación 
que significa dicha liberación. 


Reitero que no está en nuestro ánimo debatir, pero ha quedado claro que este proyecto es una promesa 
electoral que se hizo en su momento y que hay que cumplir. Creo que no estamos escuchando las voces de la 
ciudadanía, del pueblo, que está reclamando otro tipo de solución. Indudablemente, como hemos dicho en 
reiteradas oportunidades, este no es el camino para solucionar el problema. La solución tiene que pasar por 
otras áreas, fundamentalmente la rehabilitación, por un sistema integrado de cárceles -con el que sí estamos 
de acuerdo-, por un Instituto Nacional de Rehabilitación -que vamos a apoyar con mucho gusto- y por todas 
aquellas medidas educativas, preventivas y sociales que tiendan a mejorar y a proteger los derechos humanos 
de los reclusos. Cuando nuestra fuerza política habla de derechos humanos no solo piensa en direccionarlos 


en un solo sentido, sino que cree que también hay que respetar, como lo establece la Constitución de la 
República, la seguridad, la tranquilidad, la paz y la libertad de todos los orientales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Gobierno ni nuestra bancada tienen la más mínima duda de que este 
proyecto no descongestiona las cárceles; eso está muy claro. Lo único que busca este proyecto es 
reactivar mecanismos que hagan posible un sistema carcelario eficiente, ya que la bancada de 
Gobierno y el Gobierno juzgan que, hasta ahora, este sistema ha sido caótico e ineficiente. 


En cuanto a las encuestas, lo primero que hay que decir es que no se gobierna con encuestas. 
Independientemente de este comentario, quiero decir que cuando se le pregunta a la gente si está a favor o en 
contra de liberar anticipadamente a los presos que hayan cumplido parte importante de su condena, el 68% se 
manifiesta a favor; cuando se le pregunta a la gente si está de acuerdo con conmutar la pena de los presos por 
vía de trabajo o de estudio, el 81% está a favor; cuando se le pregunta a la gente si comparte la reclusión 
domiciliaria para presos con enfermedades graves, el 81% de la población está de acuerdo; cuando se le 
pregunta a la gente si está de acuerdo con la reclusión domiciliaria para presos mayores de 70 años, el 72% 
está a favor; cuando se le pregunta a la gente si está de acuerdo con obligar a las empresas que realizan obras 
públicas a emplear a ex penados o procesados, el 75% dice que sí. Estos son los contenidos fundamentales de 
este proyecto de ley. A veces, cuando se expresa lo que dice determinada encuesta, se opina sobre un título 
pero cuando se dan los contenidos, nos damos cuenta de que el contenido del título es otro. 


De todas maneras, este no es el tema que está en discusión, pero si se mencionan encuestas, es bueno que se 
mencionen todas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Tengo la tentación de entrar en el debate de fondo, pero no lo haré ya que el señor 
Presidente exhortó a que lo dejáramos para el plenario y que en esta oportunidad nos remitiéramos a 
analizar los artículos. Entonces, exhorto a los compañeros a que no tienten a entrar en el debate de 
fondo, porque a todos nos gustaría hacerlo. 


Por otra parte, pienso que me debo expresar muy mal; no digo que el señor Diputado Abdala me haya 
escuchado mal. Además, puedo cometer inexactitudes. En este caso, lo que dije fue precisamente lo contrario 
a lo que interpretó el señor Diputado. Lo que dije muy claramente fue que el proyecto de ley de régimen 
excepcional de libertades anticipadas y provisionales refiere a procesados o penados que estaban en 
condiciones de acceder a la libertad. Cuando uno dice que una persona está en condiciones de acceder a la 
libertad, quizá por una deformación de abogado -el señor Diputado también lo es-, suena como que van a 
obtener la libertad. Pero estar en condiciones significa cumplir los requisitos actuales de la ley penal para que 
el defensor de oficio o el defensor presenten la libertad. Obviamente, no hay duda de que, de última, es el 
Juez quien decide. En este caso hay un gran cambio porque hay criterios objetivos para el Juez. 


Entonces, en aras de avanzar, exhorto nuevamente a no entrar en el debate de fondo. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- La divergencia que tenemos -es bueno explicitarla aunque no 
para tener un contencioso ideológico- es que tal como está planteado esto no hay análisis subjetivo de 
situación tras situación; veo que el señor Presidente me corrige, pero nos entendemos políticamente. 
En este caso, la libertad es procesalmente automática; el Juez no tiene arte ni parte y, simplemente, 
firma lo que se legisla. Entonces, no es correcto lo que dice el señor Diputado Cánepa de que está en 
condiciones de obtener la libertad porque en este caso se decreta la libertad, se legisla la libertad. En 
consecuencia, lo que estamos haciendo es sustituir la voluntad del Juez. 


SEÑOR LORENZO.- El señor Diputado Cánepa dijo que en el régimen actual están dadas ciertas 
condiciones como para que un Juez resuelva la libertad anticipada o provisional caso a caso. Yo digo 
que este proyecto de ley establece condiciones objetivas a partir de las cuales el Juez, preceptivamente, 
debe actuar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero hacer una aclaración, aunque no pretendo entrar en un debate ideológico, 
como decía el señor Diputado Abdala. 


En el proyecto se establecen condiciones objetivas. También hay condiciones objetivas porque el legislador 
decide qué delitos quedan excluidos. Como dijeron el señor Diputado Salsamendi y la Suprema Corte de 
Justicia cuando nos visitó, en este año y en los anteriores la Suprema Corte de Justicia decretó la libertad 
anticipada con relación a delitos que están excluidos en este caso y lo seguirá haciendo en el futuro. 


Entonces, en cuanto a los límites, los Jueces están reglados por las normas, por la ley. No quiero entrar en un 
debate con respecto a si hay o no sustituciones, pero la inteligencia del señor Diputado Abdala hace que 
exprese cosas que uno no puede dejar pasar así no más. Quiero decir que aquí no estamos sustituyendo la 
voluntad de ningún Juez. De ser así, tendríamos que decir que sustituiríamos la voluntad del Juez en todo el 
Derecho, los Códigos, las leyes penales, las leyes civiles o cualquier ley que votemos y que deba aplicar, 
interpretar o crear derecho, como nos enseñaron en Facultad. Ese es un debate de fondo. En este caso no 
corresponde sostener que se sustituye al Juez. Esta es una norma que el Juez deberá interpretar, ya que deberá 
establecer a quién comprende y a quien no; es el Juez el que debe hacer este análisis y no otro funcionario. 
Después, deberá aplicarla. 


Por último, por tercera vez exhorto a los compañeros a no entrar al debate de fondo y a dejarlo para la 
discusión en el plenario a fin de poder avanzar en el tratamiento del proyecto. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero aclarar que también soy un sujeto pasible de someterse a las tentaciones, 
pero voy a tratar de que eso no suceda; a veces quienes exhortan a no hacerlo, son los primeros en caer 
en ellas. Recalco la importancia que tiene avanzar en el análisis del articulado y dejar la discusión de 
fondo para el plenario. También es lógico pensar que el análisis de los artículos en particular va a hacer 
que nos refiramos a los conceptos generales de este proyecto. Aislar los artículos sin hacer referencia a 
la concepción general es difícil y por eso todos y todas estamos tentados a hacer uso de la palabra. 


Tengo en mi poder la misma encuesta a la que se refirió el señor Presidente. Quiero reafirmar los criterios 
que él planteó porque me parece que cuando uno no decodifica una encuesta pública puede caer en el error de 
inducir a equivocación a quienes están recibiendo esos resultados. 


Por otra parte, algunos dicen que el Capítulo I es el corazón del proyecto, pero creo que en un cuerpo todas 
las partes y todos los órganos son importantes; el corazón es importante pero también lo son otros órganos. 
Este proyecto tiene otros órganos importantes que, armoniosamente funcionando, hacen que la iniciativa 
tenga el sentido que le queremos dar. 


Cuando el Poder Ejecutivo y la bancada de Gobierno decidieron empezar a trabajar sobre un borrador -que 
hoy tiene esta expresión y sobre la cual pensamos hacer algunas pequeñas modificaciones- pensaron en una 
sociedad integrada de la que formen parte aquellos que hoy están privados de la libertad, que es el único 
derecho que tienen limitado. Si no asumimos que la sociedad toda está herida por esta situación, no podremos 
zanjar ese contencioso, que acá se ha planteado, entre los de adentro y los de afuera. Mi intención, desde la 
Óptica que tengo y desde el trabajo que estamos haciendo en la Comisión de Derechos Humanos, es ver a la 
sociedad como un todo y no como una fragmentación. 


Debemos tener en cuenta que sistemáticamente en este país se han violado derechos humanos, por mucho 
tiempo; pero en lo referente a los reclusos se han violado casi todos y se están violando todavía ahora, 
producto de la situación. 


Invito a refrescar la memoria sobre las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos para así ver cuáles 
normas no están siendo violadas en este momento. 


Creo que tenemos que avanzar y tratar de que las tentaciones no nos invadan para poder, rápidamente, tomar 
posición sobre los artículos. 


SEÑOR ESPINOSA.- Diré algo simplemente para que quede constancia en la versión taquigráfica y 
para que esta se enriquezca para un futuro en que la leamos. 


No quiero caer en tentaciones pero hay algunas aclaraciones que me parecen de orden. 


Según Interconsult casi el 70% de los uruguayos -el 68%- rechaza la propuesta del Ministro del Interior en 
relación a la liberación de presos. Casi la mitad de los uruguayos -el 49%- creen que deben ampliarse las 
cárceles y un 42% se inclina por penas y Jueces más severos. 


Según Cifra la mayoría absoluta de los uruguayos está en desacuerdo con el proyecto para descongestionar 
las cárceles; los uruguayos se oponen a que se libere presos, ya que uno de los problemas más importantes en 
estos últimos años es la inseguridad. 


El proyecto sobre cárceles no es bien recibido por la mayoría de los uruguayos y tampoco por el 45% de los 
votantes frentistas. Esta es una encuesta nacional de Cifra publicada el 11 de abril de 2005. 


Según Equipos Mori el 62% se muestra contrario a la propuesta del Gobierno; 33% está a favor, mientras que 
el porcentaje que parece más relevante es el de los frentistas; una leve mayoría, el 51%, está en desacuerdo. 


SEÑORA PAYSSÉ.- También quiero que quede constancia en la versión taquigráfica de que, en 
general, cuando uno desglosa las preguntas que hacen las encuestas, es cuando el encuestado realmente 
entiende lo que se le está consultando. Por eso digo que es interesante estudiar las encuestas. Puedo 
decir que creo relativamente en las encuestas en cuanto a lo que estas preguntan, siempre y cuando a 
mí me den la pauta sobre las interrogantes que se están formulando, y no si lo que tengo es una 
pregunta y punto. 


Reiteraré lo que dijo tanto el señor Presidente como el estudio de la encuesta de Equipos Mori. Quiero aclarar 
que cuando a la gente se le repregunta sobre los temas específicos y desglosados de la ley, los encuestados 
dan las respuestas con los porcentajes que ya fueron citados por el señor Presidente y que de alguna manera 
no repetiré para colaborar en la agilidad de este trámite. Me resulta interesante recalcar esto porque parecería 
ser que no fue entendido o no fue suficientemente explicitado por aquellos que intervinimos con respecto a 
este tema. 


SEÑOR POSADA.- Seguramente no vamos a legislar en función de las encuestas porque creo que en 
todo caso lo que nos toca hacer es ejercer nuestra labor, que es el motivo por el que estamos aquí y 
para lo cual somos representantes, es decir que nos pusieron en estos cargos para evaluar una 
situación. 


SEÑOR CHIFFLET.- Mi colaboración fundamental consistirá en tratar de no intervenir y de escuchar 
a los señores legisladores pero quería subrayar el concepto que ha señalado el señor Diputado Posada, 
el cual me parece muy importante. 


En alguna oportunidad, el doctor Guillot, que en ese momento era Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
nos explicó -en la Comisión de Derechos Humanos- que algunos años atrás en la Facultad de Derecho se 
había hecho una encuesta y había un 43% de estudiantes que eran partidarios de la pena de muerte. ¿Qué 
hubiese sucedido si en ese momento nos hubiésemos guiado por la opinión que se recogió de esta encuesta? 
Desde luego que no tenía mayoría pero se trataba de una pena muy grave. Esta opinión no podía ser tomada 
en cuenta por el legislador porque hay temas en los que a veces interviene la escasa formación o el criterio 
simple que se forma una persona en una instancia particular. Por ejemplo, cuando las radios abren sus 
micrófonos luego de algún crimen más o menos horroroso como la muerte de un taxista, sin ninguna duda 
aumenta la proporción de la gente que pide la pena de muerte. 


Los legisladores tenemos la obligación de seguir el criterio que señala el señor Diputado Posada y no 
debemos guiarnos exclusivamente por encuestas. Podría darse lo que sucedió en otros casos, cuando 
legisladores que en su momento navegaron contra la corriente fueron reconocidos por la historia, por la 
veracidad y la firmeza de sus ideas en ese momento. 


SEÑOR POSADA.- Si uno oculta lo que es la sensibilidad pública respecto al tema de la seguridad, 
claramente encuentra rechazo a cualquier tipo de norma que, por cierto, suponga liberación 
anticipada de personas que hoy están recluidas. Desde nuestro punto de vista lo que cabe evaluar es 
una situación de carácter general y, en este caso, una propuesta de carácter general que ha hecho el 
Poder Ejecutivo. 


Debemos decir que estamos decididos a votar en general esa norma, más allá de que vamos a plantear una 
serie de modificaciones que nos parecen debieran ir en el camino de corregir lo que para nosotros son, por lo 
menos, soluciones, aunque no las mejores que se plantean en el proyecto de ley. 


Seguramente no será el acápite del artículo 1” lo que va a generar mayores discusiones sino que, en particular, 
hemos planteado modificaciones también al artículo 2”, que es donde queremos centrar parte de esta 
discusión con respecto a este tema. 


Refiriéndonos a este acápite del artículo 1” queremos decir que aquí tenemos planteada una primera 
modificación porque no vemos razón para que se fije como fecha de aplicación para este régimen, que se 
plantea como excepcional, el 1? de marzo. Creemos que se debe hacer a la fecha de promulgación de la ley. 
En definitiva, lo que importa evaluar es cuáles son las situaciones de carácter objetivo que están planteadas 
en la ley, las cuales deben ser consideradas al momento de la promulgación del proyecto y no a una fecha que 
en todo caso lo único que refleja es el ingreso de una nueva Administración. Me parece que en la ley 
debemos estar por encima de eso. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me sumo a las exhortaciones de avance sobre el articulado que se han hecho aquí 
en Comisión. No obstante, de algunas intervenciones que se han hecho en ese contexto surgen 
cuestiones que creemos que, por lo menos, ameritan una consideración y una constancia política no 
menor. 


Es cierto lo que se decía recientemente en cuanto a que la consideración de los artículos, en particular de una 
ley -insisto en reafirmar lo que hemos señalado en todo el período-, debe necesariamente considerarse 
globalmente porque expone y expresa una nueva política integral sobre estos temas y sin duda refiere a las 
cuestiones de fondo. 


Sin ánimo de aludir personalmente al señor Diputado Abdala expreso que él hacía referencia a que se había 
aprobado por consenso o con grandes niveles de apoyo político la Ley de Seguridad Ciudadana N* 16.707. 
Yo agregaría que está emparentada con modificaciones planteadas en las Leyes de Urgencia 1 y 2 del anterior 
Gobierno. 


Luego, el señor Diputado Espinosa planteaba que esta Ley supone trasladar a la sociedad uruguaya un 
problema de inseguridad y de un agravamiento de la inseguridad. Son dos conceptos muy fuertes que 
realmente no pueden quedar sin respuesta, porque creo que, efectivamente, si algo expresa el artículo 1” del 
proyecto de ley que estamos considerando es una nueva política y un nuevo enfoque para atender las 
situaciones de criminalidad, de violencia y, en última instancia, un problema social que compromete a todos. 


Si partimos de un antecedente -permítaseme la digresión-, el proyecto de ley actual establece que fue más 
radical en la aplicación de este tipo de mecanismos jurídicos. Me refiero a la ley de 1985, la cual no se ha 
nombrado hoy en Comisión. Debe tenerse en cuenta, cuando se debate y se discute, si de alguna manera se 
está avasallando al Juez o se le está imponiendo preceptivamente libertades, lo que efectivamente se hace y 
es parte de la intencionalidad justificada de este proyecto, cuando en 1985 se hizo con mayor extensión y 
radicalidad. 


Recuérdese que en aquel momento hablábamos de una amnistía que extinguía los delitos de entonces. 


Lo que se está tratando de hacer con este proyecto de ley es transitar un nuevo camino en estas cuestiones, 
habida cuenta del fracaso de una política de seguridad. No solo no se está trasladando inseguridad a la 
población, como aquí se ha afirmado, sino que por primera vez, desde mi punto de vista, el país va a adoptar 
-sería bueno que se tomara como política de Estado- una política de seguridad integral, como es la que 
promueve el Ministerio del Interior del nuevo Gobierno. 


Por supuesto, el imperativo que está en primer orden de preocupación del nuevo Gobierno es la necesidad de 
generar mayor presencia en las calles y garantizar seguridad y orden público. En segundo término -¡vaya si es 
una cuenta pendiente que tiene este país!-, establecer la profesionalización y dignificación del instituto 
policial. Y, en tercer lugar, incorporar a la situación del sistema penitenciario la necesaria capacidad de 
rehabilitación de los reclusos, como un elemento clave de una política de seguridad, porque si no seguiríamos 
haciendo lo que hacemos hoy: devolver a las calles -luego de su reclusión- no personas rehabilitadas, ni en 


condiciones de reinsertarse en la vida pacífica y normal de la sociedad, sino personas que, en vista de los 
enormes índices de reincidencia que registran las estadísticas de nuestro país, lo que hacen es ingresar en un 
espiral de delincuencia que lesiona al conjunto de la sociedad. 


Aquí estamos, entonces, transitando un camino muy distinto al que se hacía referencia, de la Ley de 
Seguridad Ciudadana, la cual no solo no fue aprobada por consenso, sino que en aquel momento expresó una 
discusión sobre las cuestiones de fondo -que, sin duda, también deben discutirse a la hora de considerar este 
proyecto de ley- que hoy vuelven a estar planteadas. En aquel momento se optó por un camino que, a criterio 
de la bancada del Encuentro Progresista-Frente Amplio de entonces y de hoy, era equivocado: el 
endurecimiento de las penas y la creación de nuevas figuras delictivas con ausencia total de una política 
integral para resolver estas cuestiones. El resultado está a la vista y es un fracaso: duplicación, no solo 
aumento, del número de personas privadas de libertad, mantenimiento de los índices de criminalidad y 
mantenimiento o aumento de la sensación y situación de inseguridad de la población, que era lo que 
supuestamente pretendía combatir. 


Ante el fracaso de una política, el inicio de una nueva que -como decía hoy- considera el tema en forma 
integral y aporta a un problema social, que es muy profundo, una solución que comienza con este proyecto de 
ley, que comienza con este artículo, pero que no se agota en ellos. Por eso, creemos que la Comisión y el 
Plenario deben votar, y que deben construirse en torno a ella los consensos políticos que nos permitan encarar 
estos temas que realmente son profundos, a los que respondemos con políticas de Estado y de amplios 
acuerdos. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Quisiera hacer cuatro pequeñas observaciones. 


En primer lugar, debo manifestar que, efectivamente, la inmensa mayoría de los artículos de la Ley de 
Seguridad Ciudadana del año 1995 fue votada por la fuerza que integra el señor Diputado Ortuño. Tengo que 
insistir en ello; fui miembro informante de esa ley y trabajé durante muchos meses con los legisladores 
integrantes de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Si mal no 
recuerdo, a no ser por el delito de copamiento, las demás figuras, todas -lo digo cinco veces-, todas, todas, 
todas, todas, las votó el Encuentro Progresista. Si el señor Diputado quiere, le envío la ley y la miramos 
juntos. Esa es la realidad histórica; puede haber habido algún matiz, pero en todo lo demás, en decenas de 
artículos -tengo los diarios oficiales-, la fuerza política del señor Diputado colaboró muchísimo y 
afortunadamente así lo hizo, con un sentido muy constructivo. Así que no nos olvidemos del pasado reciente. 


En segundo término, el señor Diputado tiene mucha razón; planteó el tema de la reincidencia y está 
absolutamente acertado. Esa es nuestra preocupación. Como hay niveles de reincidencia tan elevados y como 
no hay un mecanismo de rehabilitación afinado, la respuesta que va a tener la sociedad va a ser el incremento 
de la inseguridad. Si tuviéramos la certeza de que el proceso de rehabilitación se lleva adelante, no habría 
margen para opinar críticamente; habría que votar con entusiasmo. Pero lo que sucede es que este 
procedimiento automático va a liberar a una enorme cantidad de ciudadanos que no sabemos si están 
rehabilitados. Es más; no están rehabilitados. Las cifras que el señor Diputado maneja habilitan a decir que 
por lo menos el 50% habrá de reincidir, es decir que si hablamos de setecientas personas, es muy probable 
que trescientas cincuenta reincidan, y eso es responsabilidad del Gobierno. 


En tercer lugar, el señor Diputado Ortuño habla del fracaso. Creo que no está acertado; el fracaso porque hay 
un incremento delictivo en una sociedad actual, entonces es el fracaso de todas las sociedades, porque en las 
cifras de prisionización que maneja Naciones Unidas la tendencia es planetaria. Lo que está pasando es que, 
lamentablemente, los problemas de pobreza, de globalización, de droga y de violencia están generando una 
sociedad mucho más convulsionada, mucho más tensa y los delitos aumentan en todas partes, hasta en 
lugares donde la supuesta tolerancia cero funciona y donde la democracia no existe. Lamentablemente, este 
es un problema internacional; habrá que ver cómo lo podemos mejorar localmente. No creo que el fracaso sea 
porque haya más personas privadas de libertad. Creo que si hay personas que delinquen y están privadas de 
libertad es bueno para la sociedad, y este es el cuarto elemento que planteo. Acá todos los legisladores del 
Gobierno han planteado un tema fantástico, que es la humanización, pero qué ocurre con los tres millones de 
derechos humanos que están ahí afuera, con los tres millones de ciudadanos que tienen el derecho de ser 
defendidos, porque si el tema es bipolar, yo sé dónde tengo que estar. No, el tema no es bipolar; el tema es 
cómo hacemos para rehabilitar a quienes están privados de libertad y, simultáneamente, defender al 
ciudadano para que esa libertad que se obtiene nuevamente no lo agreda. 


Lo que estamos diciendo -y son las expresiones del señor Diputado, no las mías; son sus indicadores de 
reincidencia, no los míos- es que los indicadores de reincidencia que maneja el Gobierno son del 45%, 50%, 
55%, o sea, no estamos dando garantías y tranquilidad al ciudadano común y corriente que necesita eso, y 
creo que, francamente, ese es un argumento central. 


Entonces, si el señor Diputado quiere contestar, los cuatro argumentos son: Ley de Seguridad Ciudadana, 
reincidencia, fracaso por el incremento de los delitos y los derechos de la gente. 


SEÑOR ORTUÑO.- Sin ningún tono de broma, porque estos son temas serios, telegráficamente voy a 
dar cuatro respuestas. 


En primer lugar, el pasado reciente hay que leerlo en su conjunto y, por suerte, en la versión taquigráfica 
quedaron registrados los profundos debates que se dieron sobre estos temas en la Legislatura pasada. Insisto 
en que deben verse en un continuo, no solo con la Ley de Seguridad Ciudadana sino con las modificaciones a 
la normativa que introdujeron las Leyes de Urgencia l y II. Efectivamente -si se mira lo cuantitativo-, esos 
debates tuvieron importantes niveles de respaldo de la bancada del Encuentro Progresista que, dicho sea de 
paso -y reafirmo lo que decía el señor Diputado-, contribuyó a evitar disparates, desde mi punto de vista - 
discúlpeseme si entiende esto como un agravio- y, realmente mejoró muchísimo la ley. 


En lo que tiene que ver con la sustancia -y así se desprende de la versión taquigráfica y de las intervenciones 
de mis compañeros de aquel momento- con la esencia y los conceptos que encerraban esas tres leyes, nuestra 
bancada siempre se manifestó contraria. Pero no solo nuestra bancada; si uno consulta las opiniones de aquel 
momento -y están registradas-, de la Facultad de Derecho y de los operadores del sistema, calificados y 
profesionales en estos asuntos, todos ellos entendían que la orientación filosófica de agravamiento de penas y 
de distorsión de la dosimetría que en esta materia establecía el Código Penal eran inadecuadas y no iban a 
traer resultados positivos, como no los trajeron, y por tanto, evidencian un fracaso. 


En segundo lugar, se hace referencia a la reincidencia que, sin duda, es uno de los indicadores más fuertes de 
la incapacidad del actual sistema penitenciario de rehabilitar a quienes por allí pasan. Quiero agregar que, en 
este caso -seguramente se ha omitido la referencia pero no con intención-, el proyecto agrega el elemento 
fundamental de que estas libertades van a ser vigiladas. Efectivamente, ahora sí hay voluntad de dar al 
Patronato de Encarcelados y Liberados los recursos que ha demandado y, sin duda, se va a tender a 
contemplar su situación, lo que va a permitir amparar a la sociedad de esas inseguridades a las que hacía 
referencia el señor Diputado. Quienes salgan van a tener un seguimiento por parte del Estado, lo que en otras 
oportunidades no se ha planteado. 


Hoy decía que la ley de 1985 era más radical, porque en aquel momento se extinguían los delitos. Agrego que 
una de las diferencias con aquella ley es que, si quienes salen de prisión no observan los comportamientos 
debidos, les serán quitados estos beneficios y serán devueltos al sistema penitenciario. Justamente, con esta 
nueva política integral estamos apuntando a dar mayores condiciones de seguridad a esos 3:000.000 de 
habitantes. Si algún conjunto de leyes debió encararse desde la óptica de la seguridad, esta es una de ellas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con el señor Diputado Ortuño en lo relativo a la 
seguridad ciudadana. En cuanto a los delitos en el mundo, el problema es que los delitos que aumentan 
en el Uruguay no son del mismo tipo de los que aumentan en el mundo. No se puede comparar. En 
Uruguay se hacen rapiñas por $ 200 o $ 300. Ese es el común denominador de la rapiña en el Uruguay; 
no se puede comparar con lo que pasa en el Primer Mundo, porque el nuestro es un país sin problemas 
de inmigración, sin multitudes que vienen en bote y llegan como pueden. Nada de eso existe en el 
Uruguay. Entonces, la situación es bastante más incomprensible. En todo caso, las causas serían 
absolutamente distintas. Si queremos mirar a un país en el que esto funcione hay que mirar a Noruega, 
que tiene las penas y la "prisionización" más bajas del mundo. Sin embargo, esa es la sociedad más 
segura del mundo. 


SEÑOR LORENZO.- Los señores Diputados Posada y Chifflet ya hicieron algunas precisiones con 
respecto al espíritu con el que adoptamos posición sobre un proyecto de ley, que nada tiene que ver con 
encuestas. No somos un termómetro, para definir nuestra posición en función de las mediciones, sino 
que estamos tratando de aportar sustantivamente. 


Creo que hay que pasar al proyecto en concreto; el problema es que legisladores de la bancada oficialista 
hacen manifestaciones respecto a que esta iniciativa tiene una concepción integral del tema de la seguridad y 
significa un cambio, una transformación, y un mundo bueno por venir que yo no veo. Entonces, vamos a 
analizar los artículos y después, en el plenario, confrontamos concepciones. De nada vale decir si esto o 
aquello fracasó o no fracasó. El efecto de este proyecto se va a ver en función de la reincidencia. El problema 
de fondo de la seguridad ciudadana se va a ver solucionado no en función de este proyecto ni con el tema de 
la humanización de las cárceles -por más títulos que se le quiera poner- sino de un conjunto de disposiciones 
que incluyen este proyecto, resoluciones y medidas de Gobierno que van a confluir en una realidad y la van a 
modificar o no. Lo que estamos tratando aquí es un aspecto de una realidad que se determina 
multifactorialmente. No son más penas o menos penas solamente las que definen si se delinque o no se 
delinque. El problema que veo a algunos aspectos de este proyecto es que tienen una tendencia a ver las 
situaciones desde una perspectiva reduccionista, con una dicotomía que no necesariamente es la que 
funciona. En el mundo, los delitos aumentan o decrecen en función de causas sociales y económicas 
profundas, que son distintas según los países, pero un factor determinante de la criminalidad es si quien va a 
delinquir intencionalmente supone que lo van a agarrar o no. La eficacia policial es un factor determinante en 
cuanto a si se delinque más o menos. Á veces uno puede ver situaciones como indicadores de fracaso o de 
éxito, porque el hecho de que haya más presos no significa necesariamente que se haya fracasado. Son 
perspectivas. 


Vamos a dejarnos de discursos y analicemos el articulado. Nosotros manifestamos claramente cuál es nuestra 
posición en el primer inciso del artículo 1%, porque es la forma de expresar que estamos en contra de un 
proyecto de ley que disponga de manera objetiva y preceptiva la liberación en las condiciones en que aquí se 
establece. 


Más allá de que el famoso borrador -que esta Comisión no ha tenido a su disposición- tomaba como modelo 
la ley votada en 1985, hay que hacer una precisión. Esa ley estuvo fundada en una situación previa, y 
establecía el 1? de marzo como fecha. Además, estaba fundada en un presupuesto de falta de garantías, de 
gobierno dictatorial y de muchas cosas que sucedían en ese Uruguay previo a 1985, que hoy no suceden y 
que no sucedieron en lo previo a este proyecto. Entonces, no hagamos paralelismos ni comparaciones con 
situaciones que no son comparables, por lo menos en nuestra opinión. 


En definitiva, me gustaría que pasáramos a la discusión del articulado. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Quiero consultar cuál es el criterio que vamos a seguir. Cuando llegué se dijo 
que la fundamentación la íbamos a hacer en el plenario, pero luego todos fundamentaron. Entonces, 
quiero saber si cambiamos el criterio o lo vamos a mantener. De lo contrario, hacemos una reunión en 
la que todos fundamentamos -y me incluyo-, o comenzamos ahora a tratar artículo por artículo. Si mal 
no recuerdo, el señor Presidente había fijado un cronograma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos considerando el primer inciso del artículo 1”. La señora Diputada 
comprenderá que si algún legislador me solicita la palabra, debo concedérsela. 


SEÑORA ARGIMÓN.- No lo estoy cuestionando sino pidiendo que nos pongamos de acuerdo entre 
nosotros. Mi solicitud es que se avance artículo por artículo, y que dejemos para el plenario la 
fundamentación de si estamos de acuerdo o no con los cambios de filosofía. 


SEÑOR ALONSO.- Asumo que es de buena técnica, en la Comisión, el no hacer el fundamento 
genérico a favor o en contra del proyecto de ley en sí mismo, y que esa instancia se lleve a cabo cuando 
la iniciativa se trate en el plenario. De todas maneras, tengo que hacer algunas precisiones porque para 
mí este artículo es el corazón de la iniciativa, por lo menos, lo que me motiva a votar en contra el 
proyecto en general en el plenario. Por lo tanto, creo que si hay un artículo que merece debate de fondo 
es este. No voy a hacer una fundamentación genérica en contra del proyecto de ley, pero voy a decir 
por qué este artículo es el que determina que nuestro sector, Alianza Nacional -que es el sector 
mayoritario del Partido que integramos con la señora Diputada Argimón-, vote en contra. 


Creo que este artículo, indudablemente, es el que presenta las mayores dificultades y luego de su lectura e 
interpretación hemos fundado nuestra posición contraria al proyecto. Quiero decir que el proyecto en general 


arranca sobre la base de una buena intención, que compartimos. La buena intención es la de procurar que 
aquellas personas que están bajo una situación particular de su ciudadanía, la de privación de libertad, porque 
la Justicia interpretó que cometieron delitos, están en condiciones que no observan las más elementales 
necesidades de supervivencia digna. En eso estamos de acuerdo: hay una situación creada en nuestros centros 
carcelarios que deviene de una serie de circunstancias, pero que ofrece un estímulo muy fuerte para quien se 
hace cargo de una Administración a los efectos de procurar corregirla, y esa es una buena intención; nosotros, 
reitero, la compartimos. Pero entendemos que la solución que se da al problema es quizás la peor, y sin el 
quizás, es la peor. 


Si el problema de origen es que existe superpoblación en los centros carcelarios, bien podemos dedicarnos a 
revisar el marco normativo, estudiar el derecho positivo, para ver de qué forma la sociedad y el sistema están 
resolviendo sus problemas de delincuencia, y darnos los espacios para procurar tener más recursos a los 
efectos de atender de manera más humana las necesidades de esas personas que están recluidas, pero en todo 
caso, todo esto lo tenemos que hacer observando el interés general sobre el particular. Y en esta situación 
creo que el argumento a favor del proyecto cae por su peso porque, indudablemente, se trata de una buena 
intención mal instrumentada. Sin entrar en más detalles, este el problema que nos preocupa. Nos preocupa el 
hecho de tratar de atender una situación -que compartimos que hay que atender, por vía sumaria-, que puede 
llegar a tener un impacto negativo sobre la sociedad en su conjunto. Consideramos que no se está preparado, 
a pesar de que se procure otorgar mecanismos auxiliares para la reinserción de esas personas en la sociedad 
en el resto de la instrumentación de la ley y se otorguen los elementos y recursos económicos que necesiten 
para un adecuado funcionamiento. Nosotros intuimos que vamos a estar frente a un gran fracaso, porque 
apenas se logre una mínima descompresión en los centros carcelarios a causa del porcentaje de gente que 
saldrá de ellos, se va a producir un fuerte impacto en la sociedad debido a la reincidencia que notoriamente se 
va a dar. Nosotros creemos que los recursos de que hoy dispone la sociedad y que se está procurando 
fortalecer, no van a dar abasto para que esa situación no se presente. 


Por otra parte, podríamos entrar en una justificación sobre lo que lleva a la situación que se vive actualmente. 
Yo lo digo abiertamente: se llega a esta situación, básicamente, por imprevisión de las Administraciones 
anteriores las que, en lo que hace referencia a la política carcelaria, no tomaron las medidas adecuadas en los 
momentos precisos. Por esa razón la población carcelaria fue creciendo, primero aritmética y después 
geométricamente, hasta llegar a una situación insostenible, como la que se tiene actualmente. Quizás 
podemos encontrar algunas diferencias en lo que hace a las modificaciones del marco normativo por la Ley 
de Seguridad Ciudadana; puede ser pero, indudablemente, el error lo tuvo toda la sociedad, porque acá es 
donde nosotros procesamos las decisiones colectivas, y tenemos ejemplos de ello todos los días, porque 
cualquiera sea el Gobierno, muchas veces tiene que escuchar a la oposición -este es un mensaje para el 
Gobierno de turno pero también es válido para todos los Gobiernos y todas las oposiciones- para cometer la 
menor cantidad posible de errores. Digo esto en nombre de un partido que ha estado en las dos posiciones, 
pero si hacemos un relevamiento de las cifras históricas, en nuestra Administración este problema era 
infinitamente menor. Entonces, creo que hay una responsabilidad colectiva, frente a la cual el Parlamento no 
ha actuado adecuadamente. Pero, por supuesto, la mayor responsabilidad cabe a los que tienen la 
competencia específica a su cargo. 


Por lo tanto, nosotros no vamos a votar el artículo 1” -ni este inciso- porque es el que determina que no 
votemos el proyecto de ley. Es más: este inciso y este artículo nos han puesto en la posición dicotómica de 
decir: no queremos este proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, puede que existan -lo hemos adelantado- en el 
articulado muchos elementos con los que estemos de acuerdo y en consonancia, y con los que estamos 
dispuestos a colaborar y contribuir, no sé si votándolos, pero sí analizándolos en un marco positivo y 
constructivo para tratar de resolver un problema que, reitero, es colectivo. 


Por lo tanto, podría decir que con lo manifestado se termina la discusión genérica de por qué estamos en 
contra de este proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, adelanto que hay muchos elementos incorporados en 
varios de los artículos que conforman este cuerpo legal que también nos llevan a completar esa posición 
negativa. 


En síntesis, nosotros entendemos que es verdad que existe un problema, que es de la sociedad uruguaya, que 
está bien identificado y que genera dentro de las responsabilidades del Gobierno la buena intención de 
procurar resolverlo. Estamos hablando del hacinamiento en las cárceles; es un problema que hay que atender 
no solo por los reclusos, que algún día van a salir, que es uno de los argumentos que se maneja por parte del 


oficialismo, sino también por la sociedad, cuando ello ocurra. Nosotros estamos totalmente de acuerdo con 
que ese es un problema que hay que atender, no sólo por los reclusos, sino por la sociedad, porque reitero que 
ellos algún día van a salir. Pero no nos parece la manera más adecuada de resolver el problema que lo 
hagamos por la forma que es quizás la más sencilla, que consiste en decir "liberemos a los menos peligrosos, 
a los que ofrecen menos riesgo para la sociedad, a los que supuestamente tienen menos probabilidades de 
reincidir". Creo que el costo que se paga es excesivamente elevado; creo que el riesgo que se corre es 
excesivamente alto e innecesario. Se podría buscar una solución que apuntara en el mismo sentido de la que 
todos estamos procurando, y que evitara que incurriésemos en este error. 


SEÑOR CHIFFLET.- Creo que estamos de acuerdo con el diagnóstico que hace el señor Diputado 
Alonso en el sentido de que la realidad carcelaria se ha venido agravando y que implica 
responsabilidades colectivas. 


Coincido también en que, en la medida en que la sociedad en conjunto asuma esta situación como una grave 
responsabilidad que debe resolver, podrá empezar a superarse porque estaremos partiendo de la verdad. 


Creo que es un error -no califico- decir que este proyecto simplemente tiene por objeto liberar un número 
determinado de presos recluidos en los establecimientos carcelarios. No quiero responsabilizar a la prensa, 
pero esa fue la impresión que nos dejaron los titulares, que hablaban de que se liberaban tres mil presos, mil 
quinientos, etcétera. Inclusive, el Ministro habló seis horas en la Comisión, explicó que nunca había 
manejado esas cifras, pero cuando salió un Legislador estaba diciendo que se liberarían tres mil reclusos. Son 
errores; probablemente ese Legislador no había estado cuando el Ministro hizo la precisión correspondiente. 


Lo que quiero decir es que no se trata sólo de liberar reclusos -desde luego, es muy probable que salieran si el 
proceso penal y el Poder Judicial no tuviesen las trabas que tienen y que tratan de ser superadas con esta 
iniciativa-, sino que se plantean otras cosas. Se trata de liberar en determinadas condiciones, y ello no 
ocurriría si la situación siguiera tal como está actualmente. ¿Por qué? Porque hay seguimiento, porque existe 
una suerte de control y porque se trata de dar algún respaldo. La idea es evitar que un interno salga en un 
absoluto desamparo, a veces hasta de su propia familia, con la que ha roto a raíz del delito, etcétera. A la vez, 
se trata de controlar y de hacer una labor de contención, a efectos de disminuir la reincidencia. 


Con este proyecto también se apunta al futuro, a quienes no serán liberados en esta oportunidad. Se trata de la 
redención de las penas, del trabajo y del estudio que pide tanta gente. 


Además, en la iniciativa hay una serie de medidas sobre las condiciones que se crean en materia de salud, de 
reestructura carcelaria, de infraestructura de los establecimientos carcelarios, etcétera. O sea que no sólo 
apunta al número de reclusos que saldría -tema importante pero no esencial-, sino también a una serie de 
medidas que abarca a quienes serán liberados en esta oportunidad y a los que lo sean en el futuro, tendiendo a 
una transformación del sistema penitenciario. En este sentido, creo que podemos llegar a acuerdos. 


SEÑOR ALONSO.- Lo que acaba de agregar el señor Diputado Chifflet redondea un poco nuestra 
exposición. Nosotros nos concentramos específicamente en el inciso primero del artículo 1”, que explica 
nuestra posición contraria al proyecto. Pero habíamos adelantado nuestra opinión sobre algunos otros 
elementos del articulado, con los que estamos de acuerdo. Hay mecanismos como el de redención de la 
pena que nos parecen interesantes; constituyen un buen ensayo para resolver parte de esta 
problemática. Pero hay algo sustancial: el impacto que puede tener en la sociedad la liberación de los 
reclusos. 


No recuerdo si el señor Diputado Chifflet estuvo presente en toda la sesión cuando vino el Ministro... 


(Interrupciones) 


Ante el señor Ministro argumentamos muy profundamente que uno de los problemas que había 
tenido este proyecto de ley había derivado del hecho de que había sido muy mal comunicado desde el 
Poder Ejecutivo. Lo planteamos porque circularon versiones y declaraciones, entre otros, del Director 
Nacional de Cárceles, quien hacía evaluaciones cuantitativas. Ello generó una especie de conmoción 
que derivó en la comparecencia urgente del Ministro al Parlamento. Luego de esto nos quedamos más 


tranquilos, porque el Ministro dio sus explicaciones. Pero las cifras de dos mil, tres mil o cuatro mil 
aparecían en los diarios y de algún lado surgían. 


Aclaro que en esto no me afilio a la tesis de la confabulación; no creo que a alguien se le haya ocurrido salir 
un día a atacar al Ministro del Interior e inventar que se estaba elaborando un proyecto de ley para soltar 
presos. Fue al revés: se estaba gestando un proyecto que fue mal comunicado y, por ende, resultó mal 
interpretado o exageradamente interpretado por la sociedad. 


SEÑOR LORENZO.- En este caso no hubo declaraciones -no me hago responsable por todos- de 
Diputados de la oposición diciendo cosas inventadas. Aquí hubo un proyecto de ley que no llegó a ser 
tal porque no fue remitido por el Poder Ejecutivo, y que ahora se da en llamar "borrador". En ese 
proyecto se establecía la liberación de reclusos con una única condición objetiva: el cumplimiento de la 
mitad de la pena. Por eso, cuando compareció aquí la Suprema Corte de Justicia, pedí que enviaran 
ese borrador, porque si había sido enviado en consulta a esa Corporación era porque el Poder 
Ejecutivo ya había decidido remitir el proyecto de ley correspondiente. Si después los hechos políticos 
derivaron en que se plasmaran modificaciones y que el proyecto que envió el Poder Ejecutivo sea este 
que aún no empezamos realmente a analizar, es otro tema. Pero no vale la pena adjudicar a otros 
responsabilidad por hechos que están basados en anuncios del propio Gobierno, corroborables en base 
a proyectos concretos. Lo digo porque debe haber un proyecto oficial en el se remite a la Suprema 
Corte de Justicia la iniciativa en consulta. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Obviamente, el señor Diputado Alonso abrió una serie de frentes de 
discusión que, en función de nuestra decisión inicial y de las múltiples exhortaciones que nos hemos 
hecho, no vamos a responder en este caso; ese debate lo dejaremos para el plenario. Además, algunos 
de los planteamientos formulados han sido sobradamente contestados en el proceso de discusión que 
por lo menos esta Comisión ha venido teniendo sobre este tema. 


La primera constancia que queremos dejar es que, en lo personal, estamos absolutamente seguros de que lo 
mejor que se puede hacer cuando a alguien lo convencen de algo, por la razón que sea, es rectificar y mejorar 
aquello que inicialmente planteó. Estamos convencidos de que la soberbia, fundamentalmente cuando 
proviene del oficialismo que tiene mayorías, no conduce a buenos caminos. 


Quiero aclarar que hay algunos planteos de modificación en este artículo y en el siguiente que no estamos en 
condiciones de tratar, pero ello no implica un cierre definitivo o la imposibilidad de que esto sea modificado 
en el plenario. 


SEÑOR OTTONELLO.- Compartimos los lineamientos que los Diputados Lorenzo y Alonso señalaban 
y los hacemos nuestros. A fin de dejar constancia en la versión taquigráfica, queremos señalar que hay 
algunos temas que están relacionados entre sí y lo queremos mencionar en oportunidad de considerar 
este artículo porque es el corazón, el centro de este proyecto. Hay temas que tienen que ver con la 
superpoblación carcelaria con los que estamos de acuerdo, porque es un proceso que se ha dado en 
estos últimos años y pasa por la falta de recursos humanos y materiales, y de rehabilitación que influye 
en la reincidencia. 


En cuanto al artículo 1, relativo a la libertad anticipada y provisional, tenemos sobre la mesa la versión 
taquigráfica con las palabras de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia cuando asistieron a la 
Comisión el 14 de julio pasado. Allí se hizo referencia a la preocupante realidad de la gran cantidad de presos 
sin condena, que en la actualidad asciende al 60%, debido a la lentitud del sistema procesal penal para dictar 
sentencia en plazos razonables. El Ministro Van Rompaey señala: "A nuestro juicio, estas afirmaciones 
requieren algunas precisiones. En primer lugar, no existe una determinación legal con respecto a la extensión 
temporal del plazo razonable de un proceso penal. Nuestras estadísticas, actualizadas al año 2003, indican 
que en ese entonces la duración promedio de los procesos penales con sentencia definitiva alcanzó a 14,7 
meses en Montevideo y a 16 meses en el interior de la República, mientras que los Tribunales de Apelaciones 
en lo Penal dictaron sentencia de segunda instancia en el plazo promedial de 5,6 meses.- Como lo adelantaba 
el doctor Gutiérrez, es importante señalar que la evolución de la duración de los procesos penales entre 2000 
y 2003, tanto en Montevideo como en el interior en primera y en segunda instancia marca una notoria 
reducción de los tiempos procesales, en notable contraste o en relación inversamente proporcional al 


importante incremento del volumen de causas penales que se registró en el período. Ello marca, sin duda, un 
elevado sentido de responsabilidad, contracción al trabajo y eficiencia de los jueces penales de la República.- 
En la percepción de quienes hicimos la visita de cárceles del interior del país este año y realizamos alguna 
investigación, naturalmente, precaria y sin mayor rigor científico pero estimativa sobre este punto, de 
proporción de reclusos procesados y penados en los juzgados letrados respectivos del interior, la proporción 
es inversa a la crítica del proyecto, esto es, 40% procesados y 60% con condena. Esto marca una evolución 
paulatina, pero incesante en el sentido de la reducción de los presos sin condena.- De todas maneras, en el 
corto período de evaluación se ha registrado un notorio avance en el porcentaje de reclusos con sentencia 
ejecutoriada". 


Más adelante, el doctor Gutiérrez señala: "En general, lo utilizamos en el régimen normal de libertad 
anticipada. La Suprema Corte de Justicia se reúne semanalmente". Agrega: "Me acota el doctor Alles que a 
mayo de este año vinieron 659 solicitudes de libertad anticipada. Allí se analiza puntualmente el informe del 
Instituto Nacional de Criminología, la opinión del Juez de la causa y la opinión del Fiscal de Corte. Sobre ese 
total de 659 solicitudes de libertad anticipada, se concedieron 155, es decir, el 23,52% y se denegaron entre el 
74% y el 75%. En años anteriores los porcentajes fueron similares. Por ejemplo, en el año 2004, de 1.657 
solicitudes de libertad anticipada, la Suprema Corte de Justicia concedió 312, un 18%, y denegó un 79%. 
Entonces, entre un 70% y un 80% de las solicitudes son denegadas y entre un 20% y un 30%, son 
concedidas. De esa forma, en un régimen permanente de libertad anticipada, se analiza puntualmente la 
situación individual de cada recluso". Por supuesto que dentro de ciertas garantías y controles. 


Asimismo, la Comisión Penal de la Asociación de Magistrados del Uruguay, en un informe del 2 de junio de 
2005, señala: "La Comisión Penal discrepa radicalmente con cualquier régimen de libertad provisional 
excepcional por varias razones. En primer lugar porque la libertad provisional es de naturaleza cautelar, 
pretendiéndose con su establecimiento asegurar el sujeto al proceso, evitar que la libertad pueda frustrar el 
diligenciamiento de nuevas probanzas y que la conducta pueda repetirse durante el proceso. En segundo 
término porque la adopción de medidas cautelares es una cuestión esencialmente jurisdiccional y no 
legislativa. En tercer lugar -y no menos importante por adecuarse a la finalidad de este proyecto de ley- la 
derogación del derecho penal de urgencia, se les devuelve a los jueces la posibilidad de excarcelar a los 
procesados |[...]". 


Por lo tanto, entendemos que sí hay que analizar en profundidad el tema de la rehabilitación y de los derechos 
humanos de quienes se encuentran en el sistema carcelario, así como las dificultades que conlleva a la 
superpoblación. Creemos que hoy está en funcionamiento un proceso que es modificable en cuanto al tema 
procesal penal, pero entendemos que el primer inciso del artículo 1%, que es el corazón de este proyecto, no 
va a dar la solución a este tema; por lo tanto, como integrantes del Partido Nacional, vamos a dar nuestro 
voto negativo a este proyecto. Entendemos que hay un proceso desde el punto de vista procesal penal que es 
mejorable, que hay que modificarlo, pero este artículo no apunta a los objetivos que expresamente se están 
señalando por parte del Gobierno. En ese sentido, hacemos nuestros los argumentos señalados por los 
Diputados mencionados, adelantamos que vamos a votar negativamente el proyecto y señalamos las 
importantes manifestaciones de la Asociación de Magistrados del Uruguay y de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que el señor Diputado Posada, del Partido Independiente, 
propone una modificación. El artículo 1” establece: "que estaban privados de libertad al 1” de marzo 
de 2005" y la propuesta del Diputado es determinar: "a la fecha de promulgación de la presente ley". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1” tal como está redactado. 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


SEÑORA ARGIMÓN.- No quiero dejar pasar esta oportunidad para aclarar brevemente por qué 
Correntada Wilsonista no acompaña este artículo. Compartimos filosóficamente la gran mayoría de los 
cambios que el Poder Ejecutivo ha anunciado pero entendemos que no están dadas las herramientas 
para ponerlos operativos. Lo decimos porque nos parece un tema no menor. Entendemos que es 
indispensable avanzar en términos de ese cambio filosófico. No nos gusta comparar coyunturas 


históricas, entre otras cosas, porque como legisladores nos toca llevar adelante desafíos en contextos 
históricos diferentes. No soy quién para evaluar si otros legisladores estuvieron bien o mal; solo tengo 
que medir lo que estoy haciendo como legisladora en la actual coyuntura. En ese sentido, Correntada 
Wilsonista comparte mucho de lo expresado por el Poder Ejecutivo en materia de cambios 
indispensables, enmarcados en una integralidad de política de seguridad interna, pero no estamos 
convencidos de que en ese contexto este sea un proyecto de ley que tenga una operativa con garantías 
para poder llevarlo adelante. Entonces, se deposita la responsabilidad en el Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados -una institución entrañable, que hace una tarea fantástica- pero no se le dan 
los insumos y el apoyo indispensable para llevar adelante una tarea como la que este texto normativo le 
está adjudicando. Es decir que no tenemos las garantías para que esa instrumentalidad realmente sea 
operativa. Actualmente, el Patronato se maneja a voluntad de quien quiere participar. Nosotros, a 
través de este proyecto de ley estamos diciendo que un número importante de personas va a tener que 
formar parte de las tareas del Patronato. 


Reitero: en la práctica, no estamos dando al Patronato los insumos ni los funcionarios necesarios para llevar 
adelante algo que para nosotros es la clave del éxito de este proyecto de ley. En otro contexto, hubiéramos 
acompañado esta iniciativa, así como otros textos normativos que se anuncian. Creemos que la operativa de 
este proyecto de ley no está garantizada. Lamentablemente, no es la primera vez que aprobamos una ley y la 
operativa no acompaña a los requerimientos indispensables. 


Por otra parte, tampoco nos gusta aprobar leyes retroactivas. Nos parece que el legislador debe aprobar leyes 
y fijar la fecha en el momento en que lo hace. Por ese motivo, considerábamos buena la propuesta del Partido 
Independiente, que mejoraba mucho el articulado. 


Con respecto al delito de violación, quiero dejar expresa constancia de que no compartimos el criterio de 
tomar en cuenta la edad de la víctima; la violación es un delito. 


Pensamos que en algún inciso debería incluirse el delito de violencia doméstica, que no es menor. Este 
Parlamento ha hecho mucho sacrificio para instalar ese delito. En la práctica vemos que los Juzgados reciben 
denuncias de este tipo todos los días. Entonces, no estamos de acuerdo con que este delito forme parte de una 
excepción. 


SEÑOR POSADA.- Queremos dejar constancia de que estamos de acuerdo con el artículo 1”, 
exceptuando la fecha de vigencia que entendemos debe ser la de promulgación de la ley. 


Además, a diferencia de lo que se ha señalado, creemos que el aspecto medular de este proyecto no está en el 
artículo 1* sino en los artículos 2* y_ 3%, que fijan el procedimiento. Con respecto al procedimiento establecido 
para la libertad anticipada, planteamos que sea un régimen facultativo de los Jueces y no preceptivo, como se 
establece en el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar las excepciones. 


El inciso segundo del artículo 1* establece: "Esta disposición no será aplicable a los procesados y condenados 
que hayan cometido los siguientes delitos: A) El delito de homicidio cuando concurran las circunstancias 
agravantes previstas en los artículos 311 y 312 del Código Penal". 


En este caso, el señor Diputado Posada propone la siguiente redacción: "El delito de homicidio en cualquiera 
de los casos previstos por los artículos 310, 310 bis, 311, 312, 313 y el inciso segundo del artículo 315 del 


Código Penal". Quiere decir que de esta forma se abarca prácticamente a todas las formas de delito, 
empezando por el homicidio simple. 


SEÑOR POSADA.- Si estamos excluyendo del beneficio de la pena el delito de lesiones gravísimas, 
parecería lógico que el delito de homicidio también estuviera excluido, y no solo cuando operan 
determinadas circunstancias agravantes. Ese es el sentido de incorporar los artículos 310, 310 Bis -que 
refiera al homicidio que se comete contra un funcionario policial-, 313 y el inciso segundo del 
artículo 315, que tiene que ver con la determinación o ayuda al suicidio. El segundo inciso del 
artículo 315, que es el que nos interesa excluir, señala: "Este máximo puede ser sobrepujado hasta el 


límite de doce años, cuando el delito se cometiere respecto de un menor de dieciocho años, o de un 
sujeto de inteligencia o de voluntad deprimida por enfermedad mental o por el abuso del alcohol o el 
uso de estupefacientes". Esa es la idea plasmada en la propuesta que realizamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el proyecto tal como está redactado. 
(Se vota) 
——Seis en once: AFIRMATIVA. 


El literal B) del artículo 1” establece: "Los delitos de lesiones gravísimas". Si los señores Diputados están de 
acuerdo, habría que agregar, entre paréntesis: Código Penal, artículo 318. 


(Apoyados) 


SEÑOR POSADA.- Nosotros también incluimos los delitos de lesiones graves cuando hay 
circunstancias agravantes, previstas en los artículos 320 o 320 Bis. El artículo 320 establece: "Son 
circunstancias agravantes del delito de lesiones, las previstas en los artículos 311 a 312, en cuanto 
fueren aplicables, [...]'. Por su parte, el artículo 320 Bis señala: "Cuando el delito se cometiera por los 
funcionarios públicos aludidos en el artículo 286, sobre las personas allí referidas, la pena se elevará en 
un tercio". 


Entonces, si hay determinas circunstancias agravantes, parecería lógico que tuviera la misma exclusión que 
pesa sobre las lesiones gravísimas. Las circunstancias agravantes se establecen en los artículos 311 y 312. El 
artículo 311 establece como circunstancias agravantes, primero, que se cometiera en la persona del 
ascendiente o del descendiente legítimo o natural, reconocido o declarado tal, del cónyuge, del hermano 
legítimo, del padre o del hijo adoptivo; segundo, con premeditación; tercero, por medio de veneno y, cuarto, 
si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior ejecutado con circunstancias atenuantes. 


SEÑOR SALSAMENDI- El literal B) que establece: "Los delitos de lesiones gravísimas", abarca 
todos los casos. Lo otro, son circunstancias agravantes del delito original. Estas son necesariamente las 
agravantes; son un plus de pena, incluyendo la tipificación del delito original. 


SEÑOR POSADA.- De acuerdo con lo que entiendo, el Código Penal prevé un delito de lesiones 
personales -que claramente lo estamos incluyendo dentro del beneficio de libertad anticipada-, un 
delito de lesiones graves, que aun cuando se den las circunstancias agravantes aparece contemplado 
dentro del beneficio del anticipo de libertad, y un delito de lesiones gravísimas. 


El literal B), así como está redactado, se refiere, exclusivamente, al delito de lesiones gravísimas. O sea que 
el delito de lesiones graves, aun cuando mediaran circunstancias agravantes, aparece incluido dentro del 
beneficio de la libertad anticipada. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Para que quede armónica la redacción del literal A) con la del literal B), éste 
último se podría redactar: "Los delitos de lesiones gravísimas previstas en el artículo 318 del Código 
Penal". Y no simplemente "Código Penal, artículo 318". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, si está puesto un delito, va de suyo que el delito con 
agravantes también está ingresado. Pero, para tratar de solucionar el tema podemos poner "Los delitos 
de lesiones gravísimas" y, entre paréntesis "artículos 318 y 320 bis del Código Penal". 


SEÑOR CÁNEPA.- Es muy claro lo que está proponiendo el señor Diputado Posada cuando nos lee los 
artículos del Código Penal para que todos podamos entender. Acá se ponen los delitos de lesiones 
gravísimas. Hay tres tipos de lesiones: personales, graves y gravísimas. Forman parte de otra categoría 
distinta las agravantes previstas en el artículo 320 en adelante que se aplican a cada uno de los delitos 
especificados y tipificados. Por ejemplo, puede ser un delito de lesiones personales con agravantes, un 
delito de lesiones graves con agravantes, o un delito de lesiones gravísimas con agravantes. Pero 


constituyen un concepto distinto desde el punto de vista penal las agravantes y los atenuantes que son 
otros elementos, como bien explicó el señor Diputado Salsamendi. 


Aquí estamos excluyendo de este beneficio; no estamos decidiendo que no existan más los delitos de lesiones 
graves o personales, ni que no exista más la circunstancia de que si alguien comete ese delito vaya preso. 
Expreso esto para que luego en las versiones taquigráficas esto no sea mal interpretado. 


Estamos discutiendo, en este proyecto de ley, para estas excepcionalidades de las libertades, qué delitos están 
siendo excluidos de ese proceso excepcional. En nuestra opinión -por las razones que dimos al principio en 
cuanto a que no queremos entrar en la tentación-, precisamente se eligió el camino discrecional de 
fundamentar, porque por algo acá se excluyen algunos delitos y no otros. Ahora bien: ontológicamente todos 
los delitos que están previstos en el Código Penal, por lo menos, lesionan determinados bienes jurídicos que 
estamos de acuerdo deben ser penados, "castigados" -entre comillas- con determinada pena. No estamos 
discutiendo eso como bancada de Gobierno. Lo que estamos diciendo es que el alcance de la exclusión es 
para los casos de lesiones gravísimas. 


Termino diciendo que las agravantes que señala el señor Presidente -que está muy bien aclarar- en realidad 
son sobreabundantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En el literal A) del artículo 1* el Poder Ejecutivo estableció como propuesta 
el delito de homicidio cuando concurrieran circunstancias agravantes. Precisamente, las agravantes 
son las que leíamos hoy: los artículos 311 y 312. 


Ahora bien, el literal B) prevé, exclusivamente, las lesiones gravísimas. Simplemente la propuesta que 


hacíamos era que se incluyeran también los delitos de lesiones graves -es decir el artículo 317- cuando 
mediaren circunstancias agravantes. 


Concretamente, esa era la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto tal como viene del 
Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


Propongo que en el literal B) se agregue, entre paréntesis, "Código Penal, artículo 318". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el agregado al literal B) 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


Quiero aclarar cuál es la interpretación que hace la Mesa. Se aplica subsidiariamente el Reglamento de la 
Cámara para las Comisiones; para que la Cámara tenga quórum necesita 25 personas, salvo los quórum 
especiales; con ese quórum si la votación es 13 en 12 es aprobada una ley. En este país una ley puede ser 
aprobada por 13 votos; este es el mismo concepto que va a emplear la Presidencia en Comisión. 


El literal C) expresa: "Los delitos de violación y atentado violento al pudor, cuando la víctima fuera menor de 
dieciocho años". 


SEÑOR CÁNEPA.- Como habíamos adelantado, la bancada de Gobierno va a solicitar modificar el 
literal C) del artículo 1” excluyendo y borrando lo que venga luego. Podría quedar redactado de la 
siguiente manera: "Los delitos de violación y atentado violento al pudor". Y punto. Por lo tanto, la 
intención es que quedan excluidos de este beneficio quienes hayan cometido, simplemente, los delitos 
de violación y de atentado violento al pudor, sin el agregado que venía del proyecto original. 


Por lo tanto, esa es la propuesta de modificación de la bancada de Gobierno para votar el literal C). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Debo decir que el señor Diputado Signorelli presentó una serie de propuestas. 


Con respecto a este artículo, el señor Diputado propone algo que es sustantivamente lo mismo: "Los delitos 
de violación y atentado violento al pudor, cualquiera fuere la edad de la víctima". Si nosotros ponemos: "Los 
delitos de violación y atentado violento al pudor", es el mismo concepto. 


De manera que vamos a votar este literal tal como vino, y luego lo votamos con la modificación. 


SEÑOR POSADA.- Debemos decir que la propuesta que hicimos llegar a la Mesa es idéntica a la 
presentada ahora por parte de la mayoría. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Por supuesto que hace días que tengo estas propuestas pero, 
lamentablemente, no las hice llegar en tiempo y forma. 


Me interesa dejar constancia de que estoy de acuerdo con como quedaría redactado el literal y retiro mi 
propuesta. Lo que sí me interesa es que se tomen en cuenta los otros aditivos, que tienen relación con el 


Patronato, porque entiendo que es de suma importancia fortalecerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a votar el literal C) del artículo 1” tal como viene del Poder 
Ejecutivo. 


(Se vota) 
———C ero en once: NEGATIVO. 


La redacción que se propone es la siguiente: "C) Los delitos de violación y atentado violento al pudor". 
Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


Junto con el señor Diputado Posada proponemos que se agregue entre paréntesis: "(Artículos 272 y 273 del 
Código Penal)". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 

En consideración el literal D) del artículo 1*: "El delito de corrupción". 

SEÑOR POSADA.- Planteamos agregar aquí: "y el delito de incesto". El Poder Ejecutivo incluyó el 
delito de corrupción que tiene una pena de entre seis meses de prisión y tres años de penitenciaría. El 
delito de incesto tiene una pena de seis meses de prisión a cinco años de penitenciaría. O sea que con un 
criterio similar al que ha empleado el Poder Ejecutivo -más allá de que quizás no haya personas 
recluidas por este tema- creo que debería incluirse este delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el literal D) del artículo 1* tal como viene del Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


Proponemos agregar entre paréntesis: "(Artículo 274 del Código Penal)". 
Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal E) del artículo 1%: "El delito de rapiña agravado por la circunstancia agravante 
específica de uso de armas, o cuando la rapiña concurre con el delito de lesiones”. 


SEÑOR CHIFFLET.- ¿Por qué se repite el término "agravante"? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque la rapiña tiene varias circunstancias agravantes específicas, una de 
las cuales es el uso de armas. 


Creo que esto debe quedar redactado así: "El delito de rapiña agravado por la circunstancia agravante 
específica de uso de armas (Artículos 344 y 341, Inciso 1? del Código Penal), o cuando la rapiña concurre 
con el delito de lesiones (Artículos 344, 317 y 318 del Código Penal)". 


Creo que de esta manera queda más claro, porque lo que se da es una excepción para un agravante específico. 
Entonces, se va a votar la redacción del literal E) tal como vino del Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


La redacción propuesta es la siguiente: "El delito de rapiña agravado por la circunstancia agravante específica 
de uso de armas (Artículos 344 y 341, Inciso 1) del Código Penal), o cuando la rapiña concurre con el delito 
de lesiones (Artículos 344, 317 y 318 del Código Penal)". 


SEÑOR POSADA.- Creo que las referencias que hace el señor Presidente habría que mirarlas con más 
detenimiento. 


El artículo 341 aparece derogado en la redacción dada por el artículo 65, en el artículo 14 de este proyecto de 
ley. Entonces, en todo caso, esa referencia habría que mirarla posteriormente. 


(Dialogados) 


Planteamos que en este literal se agregue el delito de secuestro a los de rapiña contra la propiedad mueble 
con violencia en las personas. Se incluye la extorsión, y el único delito que aparece contemplado en el 
beneficio de la libertad anticipada es el de secuestro, que tiene una pena de seis a doce años de penitenciaría, 
o sea mayor que la que tiene el delito de extorsión. Entonces, parece claramente una incongruencia que este 
delito, por el cual, además, hay personas procesadas, aparezca incluido dentro del beneficio de la libertad 
anticipada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el literal F) tal como viene propuesto. 


(Se vota) 


Siete en diez: AFIRMATIVA. 


Continuamos mañana a la hora 9 y 30, para lo cual rogamos puntualidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


